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PROYECTO DE LEY-------------- 
“POR MEDIO DEL CUAL SE MODIFICA EL ARTÍCULO 19 DE LA LEY 100 DE 1993 MODIFICADO POR EL ARTÍCULO 6º DE LA LEY 797 DE 2003”.
EL CONGRESO DE COLOMBIA,

DECRETA:
ARTÍCULO 1º. Al artículo 19 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 6 de la Ley 797 de 2003, quedara así:
Adicionase un parágrafo del siguiente tenor: 
“ Parágrafo 1. : las personas a las que se refiere el presente artículo, cuyos ingresos mensuales sean inferiores o iguales a dos (2) salarios mínimos legales mensuales, que registren dicho ingreso conforme al procedimiento que para el efecto determine el Gobierno Nacional, no estarán obligados a cotizar para el Sistema General de Pensiones a partir de la vigencia de la presente ley, no obstante de lo dispuesto en este parágrafo, quienes voluntariamente decidan cotizar al sistema general de pensiones podrán hacerlo. 
ARTÍCULO 2º. Vigencia. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación y deroga de manera expresa toda disposición anterior que le sea contraria. 
PRESENTADO POR:

MILTON ARLEX RODRIGUEZ SARMIENTO

Senador

EXPOSICION DE MOTIVOS
El escenario que enfrenta la sociedad colombiana para consolidar un sistema de pensiones inspirado en el espíritu de la protección social, implica un importante desafió que involucra un compromiso como sociedad con los adultos mayores, entregando mayor protección a aquellas personas que no están cubiertos para enfrentar la vejez con la seguridad económica  mínima dentro de los parámetros de dignidad humana, esto implica el desarrollo de ciertas estrategias estatales compensatorias hacia los grupos vulnerables, basados en los principios del sistema de protección social; universalidad, solidaridad y eficiencia, fundados en los criterios de razonabilidad y proporcionalidad frente al bienestar que debe tener cualquier ser humano a través de su trabajo, bienestar que se puede ver amenazado desde la implementación de la planilla única para el pago de seguridad social, debido a que  no es posible afiliarse a salud sin afiliarse también a pensión en donde los beneficios de hacerlo son menores a los costos, máxime cuando es evidente el mercado laboral tan feroz que enfrenta nuestro país,   convirtiéndose en un verdadero impedimento para que muchas personas tengan acceso al menos a la salud y es que una de las principales preocupaciones de los trabajadores independientes o desempleados, que por su condición no tienen acceso al sistema de salud, radica en la obligatoriedad de pagar pensión si quieren afiliarse a salud, pues aportar a salud y a pensión, es supremamente costoso para quienes tan sólo devengan el salario mínimo o hasta menos.

Quien se afilia como independiente al sistema de seguridad social, deberá aportar la totalidad de los porcentajes de cotización, y no podrán hacerlo sobre una base inferior al salario mínimo.

El aporte a salud corresponde al 12.5% y el aporte a pensión al 16%, de suerte que el trabajador deberá dedicar el 28.5% de su sueldo a  pagar su seguridad social, que a valores del 2008, implica desembolsar como mínimo $131.500 y es que un trabador independiente o una persona desempleada debe necesariamente a partir de un salario mínimo cotizar a pensión soportando la carga del cien por ciento del valor del aporte cuando muchas veces no alcanzan ni tan siquiera a generar ingresos por lo equivalente a un salario mínimo y a diferencia de un trabajador vinculado a través de un contrato de trabajo quien paga su aporte a 
Seguridad social compartido con el empleador y donde este ultimo paga el mayor porcentaje.  Es por ello que para una persona natural que ni siquiera tiene la seguridad de una estabilidad laboral su prioridad es  asegurar su existencia material y la de su familia en condiciones dignas y justas, que serán las que le permitan subsistir adecuada y decorosamente, frente a lo cual no podemos poder en riesgo un mínimo vital, y como lo ha entendido la jurisprudencia de la  Corte, esta equivalencia debe ser real y permanente, lo cual es imposible de lograr si obligamos a todos aquellos que no tienen la capacidad económica a disminuir aun mas sus ingresos generando miseria en su diario vivir y con una expectativa casi imposible de lograr una pensión futura, si tenemos en cuenta que miles de independientes resulta ser población adulta, viéndose  obligados a recurrir a otros sistema de protección en salud como el sisben (lo cual resulta una carga presupuestal bastante cuantiosa para el Estado), o lo que es peor induciendo a que muchas personas se queden por fuera del sistema de salud, que es algo realmente preocupante. 
El estado dentro de su función social debe generar políticas que contribuyan a  proteger a los más débiles y así ayudar al  progreso económico de los más pobres, es por ello que resulta arriesgada esta determinación cuando nuestra obligación esta frente a las clases menos favorecidas.
El hecho de obligar a cotizar a salud y pensión a los trabajadores independientes cuando la mayoría no está en capacidad de hacerlo y con esfuerzo deben alimentar a sus familias y tratar de suplir sus necesidades básicas, sus pocos ingresos, se convierten en ingresos esenciales, de tal manera que obligar a este pago extra es afectarles el"mínimo vital", que como lo a reiterado la Corte Constitucional los ingresos esenciales que constituyen el mínimo vital son los necesarios e insustituibles que requiere una persona para suplir sus necesidades básicas y poder mantener una subsistencia en condiciones de dignidad y Justicia, para ella y su familia” 
"Sentencia C-1064 de 2001. No obstante, la Corte Constitucional estima que una interpretación sistemática de la Constitución permite en efecto afirmar que con base, entre otros, en los fines de construir un orden social justo (Preámbulo y artículo 2), los principios fundamentales de Estado social de derecho, dignidad humana, solidaridad y trabajo, los deberes sociales del Estado. 
– entre ellos los que tienen que ver con promover y garantizar la prosperidad y el bienestar general, el mejoramiento de la calidad de vida de las personas, y la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; tomar medidas para que la igualdad sea real y efectiva; proteger especialmente al trabajo en todas sus modalidades; garantizar los medios para que las pensiones mantengan su poder adquisitivo constante; asegurar la igualdad de oportunidades para todas las personas – y el mandato del Estado de intervenir de manera especial para asegurar que todas las personas, en particular las de menores ingresos, tengan acceso efectivo a los bienes y servicios básicos, es posible fundamentar un derecho constitucional en cabeza de los trabajadores a mantener el poder adquisitivo real del salario. 
Ante la crisis laboral de nuestros trabajadores independientes y desempleados, no podemos plantear estrategias que agraven el empobrecimiento de la población menos favorecida, lo que debemos hacer como Estado es adoptar políticas sociales que contrarresten la vulnerabilidad y dificultad de ser contribuyentes a los grupos de menores ingresos construyendo  reformas estructurales socialmente justas y equitativas a mediano y largo plazo garantizando seguridad económica y vejez digna.

En los anteriores términos expresamos los justos motivos y las razones que nos han llevado a presentar este proyecto de ley.

De los Honorables Congresistas;

MILTON ARLEX RODRIGUEZ SARMIENTO

Senador
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